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DERECHO A LA EJECUCIÓN DE SENTENCIAS, COMO PARTE DE LA TUTELA 
JURISDICCIONAL EFECTIVA. En el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos se reconoce el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, el cual 
comprende tres etapas, a las que corresponden determinados derechos: (i) una previa al juicio, a la 
que corresponde el derecho de acceso a la jurisdicción; (ii) una judicial, a la que corresponden las 
garantías del debido proceso; y (iii) una posterior al juicio, que se identifica con la eficacia de las 
resoluciones emitidas con motivo de aquél. Ahora bien, el derecho a la ejecución de sentencias, 
como parte de la última etapa, es relevante por su instrumentalidad para que la justicia administrada 
se convierta en una realidad, evitando que las sentencias se tornen ilusorias o terminen por negar al 
derecho que se había reconocido. Lo anterior se advierte en la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, en los casos Baena Ricardo y otros Vs. Panamá, y Acevedo 
Jaramillo y otros Vs. Perú, en los que se consideró que "la responsabilidad estatal no termina cuando 
las autoridades competentes emiten la decisión o sentencia", sino que se requiere, además, que el 
Estado consagre normativamente recursos para ejecutar esas decisiones definitivas y garantice la 
efectividad de esos medios. Posteriormente en los casos Acevedo Buendía y otros (Cesantes y 
Jubilados de la Contraloría) Vs. Perú, Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador, Furlan y 
Familiares Vs. Argentina, y del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador, la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos agregó que "la efectividad de las sentencias depende 
de su ejecución", de modo que ésta se establece como un componente fundamental de la protección 
efectiva de los derechos declarados o reconocidos. 

Amparo en revisión 882/2016. Banca Afirme, S.A. Institución de Banca Múltiple, Afirme Grupo 
Financiero. 3 de mayo de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 


